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Documento: pliego
Expediente: 06/2026/CFBSAD/DGBS/SSS
Emisor (DIR3): A04043883.

Pliego de prescripciones técnicas para el concierto, entre la Consejería de 
Familias, Bienestar Social y Atención a la Dependencia y entidades sin ánimo 
de lucro, del Servicio de atención social a personas implicadas en un 
procedimiento judicial para los años 2026-2030

1. Objeto

El objeto de este Pliego de prescripciones técnicas es establecer las características
y las condiciones en que se tienen que realizar los programas y actuaciones que 
comprenden el Servicio de atención social a personas implicadas en un 
procedimiento judicial dentro del plazo de ejecución del concierto. 

Así mismo, el objeto de este Pliego es establecer las condiciones técnicas y 
económicas de la concertación entre la Consejería de Familias, Bienestar Social y 
Atención a la Dependencia y las entidades sin ánimo de lucro que, de acuerdo con
la Ley 12/2018, de 15 de noviembre, de servicios a las personas en el ámbito social
en la comunidad autónoma de las Illes Balears y el Decreto 48/2017, de 27 de 
octubre, por el que se establecen los principios generales a los cuales se tienen 
que someter los conciertos sociales, soliciten acogerse en el régimen de concierto
social para la atención en el Servicio de atención social a personas implicadas en 
un procedimiento judicial, en el ámbito territorial de las Illes Balears. No son 
objeto de este concierto todos los servicios que no recoge de manera expresa 
este Pliego.

2. Definición del servicio

A los efectos de este Pliego, el Servicio de atención social a personas implicadas 
en un procedimiento judicial es lo que define el Decreto 32/2023, de 26 de mayo, 
por el que se aprueba la Cartera básica de servicios sociales de las Illes Balears 
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2023-2027, se establecen principios generales para las carteras insulares y locales 
y se modifican varias normativas del ámbito social.

En el apartado 10.1 del Anexo del Decreto 32/2023, se define el servicio.

10.1. Prestación de atención social a personas implicadas en un procedimiento judicial.
Definición: los servicios de atención social a personas implicadas en un procedimiento 
judicial son servicios que tienen por objetivo atender las personas encausadas o con 
condena penal, las cuales presentan dificultades psicosociales en interacción con su 
problemática penal o civil, para facilitarles la inserción social y normalizar la situación 
personal; informarlas y asesorarlas sobre los recursos de la red comunitaria a su alcance; 
llevar a cabo una intervención psicosocial, y ayudarlas en trámites y gestiones con el fin de
prevenir la reincidencia.

Así pues, la finalidad del servicio es atender las personas implicadas en un 
procedimiento judicial penal o civil para facilitar su capacidad de afrontar las 
dificultades y problemas que esto supone; informarlas y asesorarlas sobre la 
problemática judicial y los recursos de la red comunitaria a su alcance; llevar a 
cabo una intervención psicosocial, y ayudar en trámites y gestiones con el fin de 
prevenir la reincidencia, normalizar la situación personal y facilitar su 
incorporación social.

3. Prestación del servicio

El servicio de atención social a personas implicadas en un procedimiento judicial 
se tiene que prestar de forma presencial y/o telefónica de lunes a viernes, excepto
festivos, durante 244 días el año en un horario de 8.00 h a 15.00 h en las sedes del
servicio en Palma y Eivissa. En las sedes de Inca, Manacor, Maó y Ciutadella, el 
servicio se adaptará a las necesidades de cada una de ellas, ya sea ofreciendo 
jornadas completas en días concretos de la semana, medias jornadas diarias o 
una combinación de ambas. El servicio se tiene que prestar en todos los partidos 
judiciales de las Illes Balears.

El horario de prestación del servicio se ajusta al horario de las sedes judiciales y 
en función de la demanda de cada partido judicial. Únicamente se puede 
modificar por motivos justificados, con la comunicación previa al Servicio de 
Servicios Sociales, de la Consejería de Familias, Bienestar Social y Atención a la 
Dependencia, con una antelación mínima de dos meses. Si en el plazo de quince 
días desde este comunicación, el Servicio mencionado no ha notificado oposición, 
el cambio se considerará autorizado.

En los periodos de vacaciones o debido a otras contingencias debidamente 
justificadas por las cuales no se pueda prestar el servicio presencialmente, se 
tiene que garantizar como mínimo la atención telefónica.
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4. Objetivos y metodología de trabajo

El Servicio de atención social a personas implicadas en un procedimiento judicial 
es un servicio de atención a las personas con problemática judicial y tiene como 
objetivo principal facilitar la compatibilidad de la administración de justicia con un
proceso de habilitación personal y sociofamiliar.

La atención social a los Tribunales, sin perjuicio de la obligación de prestar auxilio 
a la justicia, pone el centro de atención en la persona que sufre un problema en el
entorno judicial. Esto la posiciona de manera privilegiada en la detección y 
atención, muy a menudo por primera vez, de una gran cantidad de problemáticas 
sociales (drogodependencia, violencia familiar y de género, conflictos vecinales, 
salud mental, marginación, etc.) que, a pesar de tener consecuencias judiciales, 
requieren el abordaje de su dimensión social. En este sentido la atención social a 
los tribunales acontece un servicio de proximidad que permite atender 
situaciones de vulnerabilidad social en un entorno que, contrariamente, se 
caracteriza por un abordaje exclusivamente pericial y valorativo.

Por las mismas razones, este tipo de atención complementa la red social y 
sociosanitaria —ya sea en intervenciones directas conjuntas o de interconsulta— 
y, en ambos casos, hace accesible un contexto de difícil comprensión para los 
profesionales sociales que trabajan en un medio administrativo ordinario. En el 
mismo sentido, asesora las autoridades judiciales en relación con las 
problemáticas sociales y los recursos existentes.

La diversidad de la población que atiende el servicio y la singularidad del contexto
en que desarrolla su actividad hace que el marco normativo que tiene que tomar 
en consideración sea muy diverso e influido por varias disciplinas (juridicopenal, 
social, sociosanitaria, etc.) y normas de carácter sectoriales (violencia de género, 
drogodependencias, exclusión social, salud mental, etc.).

El servicio presta dos modalidades de atención:

- La atención directa a personas encausadas o con condena penal, las cuales 
presentan dificultades psicosociales en interacción con su problemática penal 
o civil. Entre estas se priorizarán aquellas personas en que su problemática 
judicial pueda agravar las desventajas previas. Las circunstancias que se 
priorizarán son las siguientes:

 Mujeres víctimas de violencia machista.
 Personas con problemas por consumo de sustancias.
 Personas con discapacidad y/o en situación de dependencia.
 Personas con problemas de salud mental.
 Personas reclusas. 
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- La atención indirecta entendida como la asistencia técnica, con carácter 
instrumental, a los profesionales del ámbito judicial, sociosanitario o de 
servicios sociales tanto de atención primaria como especializada. Esta 
modalidad de atención permite establecer mecanismos de comunicación y 
trabajar en red con los sistemas social, sanitario y judicial.

Coordinación, derivación y trabajo en red del Servicio de atención social a 
personas implicadas en un procedimiento judicial con el resto de servicios

La coordinación externa y el trabajo en red se concreta a continuación:

1. La derivación de las persones susceptibles de ser atendidas en el servicio por 
parte de los servicios de la red de recursos sociales se puede llevar a cabo 
mediante contacto telefónico, correo electrónico o bien enviando al usuario 
directamente en horario de servicio.

2. Las persones atendidas en el servicio, después de haber valorado la situación y 
necesidades, pueden ser derivadas a otros servicios generales o específicos para 
ayudarlas a superar su dificultad. Estas derivaciones pueden ser totales, es decir, 
que no requieren de seguimiento en el servicio o bien, compartidas, por aquellos 
casos que requieren de atención/seguimiento de la situación judicial.

En todo caso se tienen que establecer coordinaciones con los profesionales 
derivantes, en la forma y tiempo que se acuerde en función de la tipología de la 
demanda (información, orientación y asesoramiento, seguimiento psicosocial o 
ayuda en trámites y gestiones) y cada situación específica. Estas coordinaciones 
pueden ser contactos puntuales o bien periódicos, según se acuerde en las 
estrategias de intervención.

La colaboración con otros servicios de la red se evaluará anualmente mediante 
herramientas de valoración para medir el grado de satisfacción de profesionales 
con los que se haya trabajado conjuntamente.

Los servicio de atención social a personas implicadas en un procedimiento judicial
trabaja y se coordina con cualquier servicio de la red de recursos sociales que 
resulte adecuado para la intervención del caso, incluidos los de fuera del ámbito 
territorial de las Illes Balears.

Pero aun así, y sin perjuicio de la necesaria adaptación a cada uno de los 
territorios insulares, los servicios con los que se trabajará en red de forma 
prioritaria serán:

• De la red de servicios comunitarios básicos:
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─ Servicios de atención primaria municipales y de Cáritas, como también 
educadores de calle adscritos a otras instituciones.

─  Servicios de acogida residencial temporal.
─ Mediadores interculturales.
─ Sistema educativo.
─ Servicios sociales de los centros de salud y de hospitales.

• De la red de servicios especializados:

─ Servicios de la red de atención a la drogodependencia y otras adicciones, 
entre los cuales destacan las Unidades de Conductas Adictivas o 
equivalentes.

─ Servicios de atención y acogida a la marginación.
─ Equipos psicosociales de las unidades de salud mental, incluidas las 

hospitalarias.
─ Servicios especializados de atención a la violencia de género, tanto de 

urgencia y acogida como de seguimiento y tratamiento.
─ Pastoral penitenciaria.
─ Servicios de menores y familia de la Dirección General de Familias, 

Infancia, Juventud, Diversidad e Igualdad (punto de encuentro, etc.).
─ Servicios de protección de menores.
─ Servicio de curatela y apoyo a las personas adultas en el ejercicio de su 

capacidad jurídica.
─ Oficina de Ayuda a las Víctimas del Delito.
─ Servicios de promoción e intermediación de la ocupación y ocupacionales 

para colectivos con dificultades especiales.
─ Servicios de atención a mujeres que se prostituyen.

• Por otro lado, el trabajo de los tribunales también supone movilizar recursos
de naturaleza de los sistemas judicial y penitenciario, como:

─ Tribunales y fiscalía
─ Servicios sociales penitenciarios internos y externos
─ Policía, especialmente las unidades especializadas en violencia contra la 

mujer y menores.
─ Instituto de medicina legal y ciencias forenses

4.1. Áreas de intervención del servicio

Siguiendo el Manual de indicadores para el diagnóstico social como referente 
teórico-práctico del programa, se categorizan las áreas afectadas por una 
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deficitaria o muy deficitaria cobertura de las necesidades básicas que la 
componen:

1. Información: nivel de cobertura sobre el conocimiento del usuario del 
funcionamiento de los sistemas públicos (tribunales, servicios sociales, 
sociosanitarios, entre otros), de las vías para conocerlos, de su inhibición 
para acceder.

2. Habilidades sociales: se valoran las capacidades de comunicación, expresión 
de los sentimientos propios o de los otros, planteamiento de objetivos, 
resolución de conflictos, adaptación a nuevas situaciones.

3. Autonomía: relacionada con las situaciones personales y/o sociofamiliares 
derivadas de la drogodependencia, dolencias crónicas y/o mentales, 
también derivadas de un estado de privación de libertad total o parcial.

4. Relación de la unidad de convivencia: se describe y/o se diagnostica el nivel 
de cobertura a partir de indicadores relacionados con las dinámicas 
familiares, comportamiento de las unidades de convivencia y de las familias 
extensas, de la tipología de familia e historias de vida.

5. Organización de la unidad de convivencia: recoge aspectos básicos como la 
alimentación, la higiene familiar, la administración económica, la 
distribución de tareas. Desde un punto de vista previo a otras 
intervenciones, permite una valoración aproximativa del nivel competencial 
y participativo de las personas usuarias en el ámbito familiar.

6. Recursos económicos: juntamente a las áreas de trabajo y ocupación y de 
formación y educación, el área de recursos económicos supone factores de 
riesgo muy vinculados a situaciones diagnósticas de exclusión social. Esta 
situación prolongada en el tiempo podría afectar otras áreas en principio 
cubiertas e incrementar el riesgo de situaciones de marginación.

7. Condiciones de la vivienda: régimen de amortización, alquiler, pensión, 
desahucio, condiciones de habitabilidad, condiciones de equipación, 
estabilidad de la vivienda, localización, sin techo.

8. La participación social, teniendo en cuenta cada una de sus modalidades:
• La participación formal en organizaciones vecinales, políticas, sociales, 

religiosas, etc.
• La participación no formal en relación con la red de amigos, organizaciones

culturales poco institucionalizadas, etc.
9. La aceptación social: recoge aspectos de discriminación o desigualdad en el 

uso de los derechos sociales generales con repercusión en la vida de las 
personas por:
• Disfuncionalidad familiar (como es el caso de personas con medidas de 

apoyo o curatela por problemáticas de salud mental)
• Emigración legal o ilegal
• Modelo de vida alternativo
• Dolencia estigmatizada
• Etnia, religión, cultura o sexo
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• Privación de libertad

De manera preferente se trabajará en la cobertura de aquellas necesidades 
básicas que mejoran el empoderamiento de los usuarios: información, 
habilidades sociales, autonomía, relaciones de la unidad de convivencia y 
aceptación social. Todo sin perjuicio de hacerlo con el resto, si procede.

5. Personas usuarias del servicio

Este servicio se dirige a las personas encausadas o con condena penal, las cuales 
presentan dificultades psicosociales en interacción con su problemática penal o 
civil. Entre estas se priorizarán aquellas personas en que su problemática judicial 
pueda agravar las desventajas previas. Las circunstancias que se priorizarán son 
las siguientes:

– Mujeres víctimas de violencia machista.
– Personas con problemas por consumo de sustancias.
– Personas con discapacidad y/o en situación de dependencia.
– Personas con problemas de salud mental.
– Personas reclusas. 

5.1. Requisitos de las personas usuarias

Pueden ser usuarias del servicio las personas mayores de 18 años, de ambos 
sexos, encausadas en un procedimiento civil o penal o con condena penal.

5.2. Acceso de las personas usuarias

Las personas usuarias podrán acceder al servicio en los casos siguientes:

– Cuando se aprecie la necesidad de una intervención social por la 
problemática judicial presentada por la persona que realiza la demanda de 
atención, orientada a la incorporación social y a la reducción de la 
conflictividad.

– Cuando la persona presente una problemática en la que la intervención 
judicial no sea la indicada para su resolución. Si procede, se remitirá a la 
persona a los recursos sociales, sociosanitarios, sanitarios, educativos, etc. 
que correspondan.

– Cuando se considere conveniente la adopción de medidas y apoyos 
adicionales de naturaleza social y análoga, para la correcta participación y 
comprensión del procedimiento judicial.

El acceso al servicio concertado para la atención directa se realizará:
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- A solicitud de la persona interesada dirigida a la Dirección General de 
Bienestar Social.

- Por derivación de un servicio de la red pública de servicios sociales.
- Por derivación del presidente del tribunal correspondiente.

Cuando, debido a la complejidad de la demanda presentada, sea necesario que el 
servicio realice más de una entrevista o sesión de intervención con una persona o 
familia usuaria, será preceptiva la autorización previa de la Consejería de Familias,
Bienestar Social y Atención a la Dependencia. El servicio concertado podrá dar 
apoyo a la persona interesada en la tramitación de la autorización.

La Consejería de Familias, Bienestar Social y Atención a la Dependencia habilitará 
una lista de espera cuando la demanda del servicio no permita la atención 
inmediata de las personas solicitantes y gestionará el acceso aplicando como 
criterio principal la pertenencia a alguno de los siguientes colectivos:

– Mujeres víctimas de violencia machista.
– Personas con discapacidad y/o en situación de dependencia.
– Personas con problemas de salud mental.
– Personas reclusas.
– Personas con problemas por consumo de sustancias.

Como criterio secundario para el acceso a la atención desde la lista de espera se 
tendrá en cuenta la fecha de registro de la solicitud.

5.3. Incidencias

La Consejería de Familias, Bienestar Social y Atención a la Dependencia tiene que 
conocer en todo momento cualquier tipo de variación e incidencia que surja en 
relación con la atención a las personas usuarias. La entidad tiene que comunicar a
la Consejería por correo electrónico las notificaciones sobre esos hechos, que se 
tienen que enviar con periodicidad mensual, junto con la factura, antes de día 7 
del mes natural posterior, mediante un escrito firmado por el responsable del 
Servicio de atención social a los tribunales designado por la entidad, que se tiene 
que presentar por registro electrónico, de acuerdo con el apartado 7 de esos 
Pliegos.

6. Medios materiales y humanos que tiene que aportar la entidad

6.1. Medios materiales

El servicio se presta en la estructura física de los tribunales de instrucción y 
penales/partidos judiciales de Palma, Manacor, Inca, Maó, Ciutadella y Eivissa. La 
entidad tiene que disponer del espacio adecuado para la prestación del servicio. 
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En caso de que, por cualquier circunstancia, alguno de los tribunales dejara de 
ceder los espacios necesarios para la prestación del servicio, la entidad tendrá 
que buscar un espacio físico lo más próximo posible al tribunal en cuestión, para 
facilitar el acceso a todos los usuarios potenciales. En caso de que esto no sea 
posible, el servicio quedará suspendido en la sede judicial concreta, hasta que se 
encuentre un espacio adecuado para ofrecerlo.

En todo caso, el servicio tiene que estar dotado de las equipaciones y los medios 
necesarios para lograr las actividades que prevé este Pliego.

6.2. Medios humanos

Para poder prestar el servicio a las personas interesadas, el Servicio de atención 
social a personas implicadas en un procedimiento judicial tiene que estar 
autorizado e inscrito en el Registro Unificado de Servicios Sociales, además de 
haber obtenido la acreditación prevista en el Decreto 48/2017 y el Decreto 9/2020,
de 7 de febrero, de principios generales por el que se establecen los criterios de 
autorización y acreditación del servicio de atención social a personas implicadas 
en un procedimiento judicial y del servicio de acompañamiento a personas 
inmigrantes extracomunitarias y cumplir lo que dispone la Ley 4/2009, de 11 de 
junio, de servicios sociales de las Illes Balears (BOIB núm. 89, de 18 de junio), y 
también el resto de la normativa pertinente en cuanto a las funciones inspectoras 
y sancionadoras en materia de servicios sociales.

Para prestar el Servicio de atención social a personas implicadas en un 
procedimiento judicial concertado, la entidad tiene que disponer del personal 
necesario para garantizar una atención suficiente, continuada y adecuada a la 
tipología de persona usuaria, y, al menos, del número de profesionales que 
permita llevar a cabo las actuaciones fijadas en el programa. La ratio de 
profesionales por personas usuarias tiene que ser en cada momento la que 
permita el trabajo familiar-grupal o individual, para asegurar la calidad de la 
intervención.

El Servicio de atención social a personas implicadas en un procedimiento judicial 
tiene que disponer de un equipo mínimo de profesionales para prestar el servicio,
el cual tiene que asegurar una cobertura óptima de acuerdo con las necesidades 
de las personas implicadas en un procedimiento judicial civil o penales. Este 
equipo tiene que trabajar en coordinación con los servicios judiciales, los servicios
comunitarios básicos y el resto de servicios sociales, si procede, así como con 
otras áreas relacionadas y complementarias, como la de salud o la de educación.

El servicio estará formado por los siguientes profesionales:
- 0,5 Técnico/a con tareas de coordinación en el Partido judicial de Palma.
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Requisitos: licenciatura, diplomatura o grado universitario en ciencias sociales
(preferentemente en Trabajo Social).

- 5 Técnicos de grado
Requisitos: diplomatura o grado en Trabajo social.
Esos técnicos se distribuirán por partido judicial de este modo:
 Partido judicial de Palma : 2 técnicos
 Partido judicial de Manacor : 0,5 técnicos
 Partido judicial de Inca : 0,5 técnicos
 Partido judicial de Ciutadella : 0,5 técnicos
 Partido judicial de Maó : 0,5 técnicos
 Partido judicial de Eivissa : 1 técnico

- 1 Técnico/a superior en Integración social en el Partido judicial de Palma 
Requisitos: formación profesional de grado superior de Integración Social.

- 1 Técnico/a superior en administración y finanzas (0,10 de jornada)
Requisitos: formación profesional de grado superior en Administración y 
Finanzas.

La persona que desarrolla tareas de coordinación puede ser contratada a jornada 
completa y desarrollar tareas de coordinación a media jornada y tareas de técnico
la otra media jornada.

El servicio se tiene que comprometer a efectuar la sustitución por baja a partir de 
los treinta días de ausencia del profesional afectado.

Las vacaciones del personal que presta el servicio serán preferentemente durante
el mes de agosto y del 24 de diciembre al 6 de enero, dado que son las fechas 
consideradas inhábiles en la Administración de Justicia. En cualquier caso, la 
organización del disfrute vacacional no interferirá en el normal desarrollo del 
servicio.

6.3. Seguros

La entidad titular del servicio está obligada a contratar una póliza de seguros que 
cubra su responsabilidad civil y la del personal a su servicio.

6.4. Régimen económico y facturación del servicio

El precio máximo del servicio de atención social a personas implicadas en un 
procedimiento judicial para los años 2026-2030 es de 1.305.715,62 euros, lo que 
supone 326.428,91 €/año, de acuerdo con el informe justificativo relativo al precio
de mercado y al módulo económico sobre el Servicio de atención social a 
personas implicadas en un procedimiento judicial de 14 de mayo de 2026. El 
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importe anual1 del servicio se facturará mensualmente a la Consejería de Familias,
Bienestar Social y Atención a la Dependencia. 

La entidad titular del Servicio de atención social a personas implicadas en un 
procedimiento judicial no puede facturar a las personas usuarias ni a sus 
familiares ninguna cantidad adicional por la prestación de los servicios que prevé 
este Pliego.

Si se ofrecen servicios o prestaciones distintos de los que prevé ese Pliego, tienen 
que ser voluntarios y no pueden tener carácter discriminatorio ni ánimo de lucro. 
En este caso, la entidad gestora lo tiene que comunicar por escrito a la Consejería 
de Familias, Bienestar Social y Atención a la Dependencia, mediante un informe 
técnico del servicio complementario en que conste una descripción de los medios 
materiales y humanos que empleará para prestarlo y como se financiará.

El importe del precio/servicio/año fijado se tiene que abonar a la entidad gestora 
del Servicio de atención social a personas implicadas en un procedimiento judicial 
por mensualidades vencidas, con la presentación previa de las facturas del 
servicio efectuado y la lista de las personas usuarias que se han atendido 
mensualmente.

En el supuesto de que la entidad gestora del servicio no pueda prestar el Servicio 
de atención social a los tribunales en alguno de los partidos judiciales de las Illes 
Balears, tendrá que aminorar la facturación mensual proporcionalmente al 
número de técnicos correspondiente al partido judicial donde no se preste el 
servicio.

Antes del 31 de marzo del año siguiente a cada ejercicio la entidad gestora tiene 
que presentar una memoria relativa a la prestación del servicio correspondiente 
al año natural anterior, con el número de personas usuarias atendidas, así como 
los indicadores que determine la Consejería de Familias, Bienestar Social y 
Atención a la Dependencia, junto con un informe de auditoría técnica o 
económica de las cuentas del servicio concertado y de la aplicación de los fondos 
recibidos en concepto de abono del concierto. La Dirección General de Bienestar 
Social remitirá a la entidad concertada un modelo de evaluación de los contenidos
de acuerdo con lo que dispone el artículo 10 de la Ley 12/2018, de 15 de 
noviembre, de servicios a las personas en el ámbito social en la comunidad 
autónoma de las Illes Balears.

En todo caso, el servicio concertado queda sujeto al régimen de control financiero
ejercido por la Intervención General de la CAIB o, si procede, otros organismos 
competentes, autonómicos, estatales o europeos.
1  Se calcula el importe mensual del servicio a facturar, dividiendo el coste anual del servicio por 

12 meses. 
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6.4.1. Facturación del servicio

a) La entidad concertada tiene que presentar una factura mensual2 en la cual 
tiene que constar el importe del servicio concertado correspondiente al mes 
anterior. A la factura se ha se adjuntar una relación detallada de las 
personas atendidas, formato pdf, según el modelo facilitado por la 
Consejería.
También se tiene que remitir la relación detallada en un documento 
encriptado de las personas atendidas, formateo xls u ods, a la dirección 
serveissocials@dgsersoc.caib.es.

b) La justificación tiene que contener los conceptos siguientes relativos a las 
personas atendidas: código identificativo (iniciales de nombre y apellidos y 
tres primeros dígitos del DNI), sexo, edad, número de sesiones recibidas, 
partido judicial, ámbito judicial y situación judicial.

6.4.2. Forma de pago

a) La Consejería de Familias, Bienestar Social y Atención a la Dependencia, 
mediante la Dirección General de Bienestar Social, tramitará mensualmente 
la propuesta de pago en concepto de coste del servicio concertado. El pago 
de la cantidad que corresponda se llevará a cabo en la cuenta corriente que 
indique la entidad concertada.

b) La entidad concertada no puede cobrar ninguna cantidad suplementaria por
cualquier otro servicio o prestación que se tenga que atender en virtud del 
concierto subscrito.

c) La percepción indebida de cantidades por la entidad concertada supone la 
obligación de reintegrarlas —con la tramitación previa del procedimiento 
que corresponda— con la audiencia de la persona interesada.

7. Importe, vigencia y justificación del concierto

El importe máximo de ese concierto es de 1.305.715,62 euros, correspondiendo al
periodo comprendido entre el 1 de julio de 2026 (o fecha de formalización del 
concierto, si es posterior) y el 30 de junio de 2030 (o cuatro años desde la 
formalización del concierto, si es posterior).

Si procede, y siempre que se mantenga la demanda de prestación del servicio, se 
podrá renovar el concierto, de acuerdo con el artículo 7 de la Ley 12/2018, de 15 
de noviembre, de servicios a las personas en el ámbito social en la comunidad 
2 Se calcula el importe mensual del servicio a facturar, dividiendo el coste anual del servicio por 12

meses.
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autónoma de las Illes Balears, con los requisitos y el procedimiento establecido en
los artículos 21 y 22 del Decreto 48/2017, de 27 de octubre, por el que se 
establecen los principios generales a los que se tienen que someter los conciertos
sociales.

Respecto a la modificación del concierto y de acuerdo con el artículo 23 del 
Decreto 48/2017, de 27 de octubre, las variaciones que se puedan producir en los 
servicios por la reducción o la ampliación del número de plazas, por 
circunstancias derivadas de las necesidades de atención de las personas usuarias 
o por otras circunstancias individualizadas, dan lugar a la modificación del 
concierto social, siempre que no afecten a los requisitos que originaron la 
aprobación. También se entiende como causa de modificación del concierto el 
cambio de titularidad del servicio, siempre que la nueva persona o entidad titular 
se subrogue en los derechos y las obligaciones derivados del concierto.

Por otro lado, el artículo 24 del Decreto 48/2017, de 27 de octubre, establece las 
condiciones en que la administración competente puede revisar los pliegos de 
condiciones técnicas y los precios del servicio, de oficio o a instancia de una o más
entidades titulares del servicio objeto del concierto social que representen la 
mayoría de las plazas concertadas.

8. Coordinación, control, supervisión e información de la prestación del 
servicio

La entidad gestora ha designar una persona responsable del Servicio de atención 
social a personas implicadas en un procedimiento judicial, la cual tiene que 
coordinar y supervisar la prestación. Esta persona responsable tiene que recibir y 
ejecutar las indicaciones que la Consejería de Familias, Bienestar Social y Atención
a la Dependencia considere oportunas en relación con la prestación del servicio, y 
tiene que tener las atribuciones suficientes para adoptar, de manera inmediata, 
las decisiones necesarias para asegurar el buen funcionamiento.

Semestralmente, se harán reuniones de seguimiento entre la persona 
responsable de la entidad gestora y personal técnico de la Consejería de Familias, 
Bienestar Social y Atención a la Dependencia para valorar el cumplimiento de los 
objetivos fijados en relación con la prestación del servicio.

La entidad gestora tiene que colocar en un lugar visible de sus instalaciones la 
indicación “Servicio concertado con Gobierno de las Islas Baleares ” con el 
logotipo correspondiente, que le proporcionará la Consejería de Familias, 
Bienestar Social y Atención a la Dependencia. Así mismo, en las comunicaciones y 
en las relaciones que establezca por escrito con las personas usuarias de las 
plazas concertadas, se tiene que hacer referencia a esta circunstancia.
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La entidad gestora presentará anualmente y dentro del primer trimestre posterior
a cada ejercicio una memoria de contenidos de acuerdo con el modelo que aporte
la Dirección General de Bienestar Social.

9. Obligaciones de la entidad concertada

Las obligaciones de la entidad concertada son las siguientes:

a) Prestar gratuitamente los servicios a la persona usuaria. No se puede 
percibir ninguna cantidad que, directamente o indirectamente, suponga una
contrapartida económica por los servicios objeto del concierto.

b) Cumplir lo establecido en este Pliego, en las normas establecidas en el título 
VII de la Ley 4/2009 y en los decretos despliegue y de aplicación de esta Ley, 
la Ley 12/2018, de 15 de noviembre, de servicios a las personas en el ámbito 
social en la comunidad autónoma de las Illes Balears y el Decreto 9/2020, de 
7 de febrero, de principios generales por el que se establecen los criterios de
autorización y acreditación del servicio de atención social a personas 
implicadas en un procedimiento judicial y del servicio de acompañamiento a 
personas inmigrantes extracomunitarias.

c) Tener en funcionamiento el servicio objeto del concierto durante el periodo 
vigencia correspondiente.

d) Atender las personas a las que se dirige el servicio que cumplan los 
requisitos y que accedan mediante alguna de las formas descritas en el 
punto 5.2 de este pliego.

e) Aportar la información funcional, metodológica, asistencial, de calidad, 
económica, estadística y los indicadores de gestión que solicite la Dirección 
General de Bienestar Social.

f) Comunicar mensualmente a la Dirección General de Bienestar Social, 
mediante un documento en formato digital, la relación nominal de las 
personas atendidas, con las variables que constan en el apartado 6.4.1 de 
este Pliego.

g) Prestar el servicio en las mejores condiciones posibles según los principios 
de buena fe y diligencia, ajustándose estrictamente a las condiciones y las 
disposiciones legales aplicables, como también a los términos del concierto.

h) Presentar la memoria anual de actividades antes del 31 de marzo del año 
siguiente al ejercicio que corresponda, en que se recojan la gestión llevada a
cabo, los objetivos logrados, la tipología de los usuarios, la metodología del 
trabajo, los recursos materiales y humanos y las actividades de formación 
del personal.

i) Tener a disposición de las personas usuarias y de sus familias las hojas de 
reclamación, y dar respuesta escrita a las quejas o sugerencias.

j) Presentar la auditoría técnica o económica del año anterior, para garantizar 
la calidad y la sostenibilidad del servicio concertado, como también los 
derechos de las personas usuarias atendidas, tal como regula el artículo 27.2
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del Decreto 48/2017, de 27 de octubre, por el que se establecen los 
principios generales a los cuales se tienen que someter los conciertos 
sociales.

10.Protección de datos

El personal que tenga una relación directa o indirecta con la prestación de la 
atención prevista en este Pliego tiene que guardar el secreto profesional sobre 
todas las informaciones, los documentos y los asuntos a que tenga acceso o de 
que tenga conocimiento durante la vigencia del concierto, y está obligado a no 
hacer públicas o alienar los datos que conozca como consecuencia o con ocasión 
de la ejecución, incluso después del plazo del concierto.

La entidad gestora se compromete expresamente a cumplir lo que disponen el 
Reglamento (UE ) 2016/679 del Parlamento  Europeo y del Consejo, de 27 de abril 
de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en cuanto al tratamiento 
de datos personales y a la libre circulación de estos datos; la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos 
digitales, y la legislación vigente complementaria en materia de protección de 
datos, así como a formar e informar el personal en las obligaciones que dimanan 
de estas normas.

De acuerdo con aquello que se prevé en el artículo 8 del Decreto 48/2024, de 22 
de noviembre, por el que se aprueba la política de protección de datos personales
de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Islas Balear y del Decreto 
10/2025, de 14 de julio, de la presidenta de las Illes Balears, por el que se 
establecen las competencias y la estructura orgánica básica de las consejerías de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, la persona 
titular de la Dirección General de Bienestar Social ejerce las funciones de 
responsable del tratamiento de los datos personales de los procedimientos o 
procesos en relación con sus competencias.

Dado que la entidad concertada realizará el tratamiento de los datos personales 
por cuenta del responsable del tratamiento tiene la consideración de encargada 
del tratamiento de acuerdo con los artículos 28 del Reglamento (UE ) 2016/6769 
(RGPD) y 33 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales que llevará a cabo la entidad 
concertada para el cumplimiento comporta el tratamiento de datos personales. 
En particular, la entidad gestora ostentará la condición de encargado del 
tratamiento.

El tratamiento por el encargado se regirá por un contrato u otro acto jurídico con 
arreglo al Derecho de la Unión o de los Estados miembros, que vincule al 
encargado respecto del responsable y establezca el objeto, la duración, la 
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naturaleza y la finalidad del tratamiento, el tipo de datos personales y categorías 
de interesados, y las obligaciones y derechos del responsable. Este contrato o 
acto jurídico estipulará, en particular, que el encargado:

a) Tratará los datos personales únicamente siguiendo instrucciones 
documentadas del responsable, inclusivamente respecto a las transferencias
de datos personales a un tercer país o una organización internacional, salvo 
que esté obligado a esto en virtud del Derecho de la Unión o de los Estados 
miembros que se aplique al encargado; en tal caso, el encargado informará 
el responsable de esta exigencia legal previa al tratamiento, salvo que tal 
Derecho lo prohíba por razones importantes de interés público.

b) Garantizará que las personas autorizadas para tratar datos personales se 
hayan comprometido a respetar la confidencialidad o estén sujetas a una 
obligación de confidencialidad de naturaleza legal.

c) Tomará todas las medidas necesarias de conformidad con el artículo 32 del 
RGDP.

d) Respetará las condiciones indicadas en los apartados 2 y 4 para recurrir a 
otro encargado del tratamiento del artículo 28 del RGPD.

e) Asistirá al responsable, teniendo en cuenta la naturaleza del tratamiento, a 
través de medidas técnicas y organizativas apropiadas, siempre que sea 
posible, para que este pueda cumplir con su obligación de responder a las 
solicitudes que tengan por objeto el ejercicio de los derechos de los 
interesados establecidos en el capítulo III.

f) Ayudará al responsable a garantizar el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en los artículos 32 a 36 del RGPD, teniendo en cuenta la 
naturaleza del tratamiento y la información a disposición del encargado.

g) A elección del responsable, suprimirá o devolverá todos los datos personales
una vez finalice la prestación de los servicios de tratamiento, y suprimirá las 
copias existentes salvo que se requiera la conservación de los datos 
personales en virtud del Derecho de la Unión o de los Estados miembros;

h) Pondrá a disposición del responsable toda la información necesaria para 
demostrar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente 
artículo, así como para permitir y contribuir a la realización de auditorías, 
incluidas inspecciones, por parte del responsable o de otro auditor 
autorizado por este responsable.

11.Incumplimientos y penalidades

Las entidades concertadas se tienen que hacer responsables que los servicios 
objeto de concierto se presten dentro del plazo previsto, en el lugar acordado y 
con las características y los requisitos establecidos de acuerdo con este Pliego.
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Los incumplimientos de las entidades concertadas que afecten la prestación del 
servicio se calificarán como graves y leves. Esta calificación corresponde a la 
Administración concertante, con la audiencia previa de la entidad concertada.

Las entidades concertadas quedan exentas de responsabilidad en los casos en 
que no haya sido posible realizar el servicio por causas de fuerza mayor o que se 
puedan justificar.

11.1. Incumplimientos graves

Se considera incumplimiento grave la carencia de observancia de las obligaciones 
siguientes, previstas en el Pliego:

a) Las obligaciones de ejecución de carácter general, del apartado 9, excepto 
las letras e, f y h.

b) Las que dispone el apartado 10, sobre protección de datos.
c) Las referidas al incumplimiento de la legislación laboral, la calificación y las 

ratios profesionales.
d) La que establece el apartado 6.3.

11.2. Incumplimientos leves

Se considera incumplimiento leve la carencia de observancia de las obligaciones 
siguientes, previstas en el Pliego:

a) Las obligaciones de ejecución de carácter general recogidas en las letras e, f 
y h del apartado 9.

b) La no sustitución de personal en los plazos que prevé el apartado 6.2.

11.3. Penalizaciones

La realización de tres incumplimientos leves durante la vigencia del concierto 
supone una penalización que puede llegar hasta el 2% del presupuesto del 
concierto. Se añadirá una penalización del 1% del presupuesto por cada 
incumplimiento leve posterior.

La acumulación de tres incumplimientos graves durante la vigencia del concierto 
supone una penalización que puede llegar al 10% del presupuesto del concierto. 
Se añadirá una penalización del 4% del presupuesto por cada incumplimiento 
grave posterior.
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11.4. Aplicación de las penalizaciones

Cada vez que se verifique la concurrencia de algunos incumplimientos de los 
detallados, se notificará a la entidad concertada, con la indicación de la 
calificación.

En los supuestos en que se verifique una acumulación de incumplimientos 
susceptible de ser penalizada, la notificación a la entidad concertada incluirá de 
manera expresa la penalización que corresponda, la cual se hará efectiva 
mediante una retención en el pago mensual correspondiente.

12. Plazo del concierto

El plazo de validez de este concierto se iniciará el 1 de julio de 2026 (o fecha de 
formalización del concierto, si es posterior) y finalizará el 30 de junio de 2030 (o 
los cuatro años desde la formalización del concierto, si es posterior).

Sin embargo, de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 12/2018, de 15 de noviembre, 
de servicios a las personas en el ámbito social en la comunidad autónoma de las 
Illes Balears, son causas de resolución de los acuerdos de acción concertada las 
siguientes:

a) Incumplimiento de las normas de carácter obligatorio a que se tienen que 
someter los servicios sociales y de las obligaciones en materia de seguridad 
e instalaciones.

b) Prestación defectuosa de las obligaciones acordadas.
c) Incumplimiento de los objetivos cualitativos y cuantitativos establecidos, 

siempre que el incumplimiento sea imputable en la entidad concertada, así 
como de las estipulaciones esenciales del acuerdo.

d) Infracción de la legislación fiscal, laboral, de la Seguridad Social, de 
integración social de personas con discapacidad y de prevención de riesgos 
laborales, en los términos que se establecen en la Ley de contratos del 
sector público estatal.

e) Pérdida sobrevenida de las condiciones técnicas, económicas y financieras 
que hayan habilitado el acuerdo, la revocación o la caducidad de la 
autorización de apertura y funcionamiento.

f) Alteración en el control de la entidad por cambios en la participación del 
accionariado cuando esa condición haya estado determinando en la 
formalización del acuerdo de acción concertada.

g) Renuncia de la entidad concertada.
h) Las otras que se establezcan reglamentariamente.
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